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La presente investigación tuvo como finalidad analizar la inconstitucionalidad de la prisión 
preventiva en el proceso especial por faltas en el Código Procesal Penal, porque el 
ordenamiento jurídico ha regulado la medida coercitiva de prisión preventiva en un injusto 
menor, siendo lo razonable, que se aplique en los delitos como lo estipula el artículo 268 del 
Código Procesal Penal. 
 
Para este estudio se ha empleado un diseño cuantitativo, de tipo experimental y de nivel 
explicativo, y como instrumento se utilizó un cuestionario dirigido a 10 Jueces, 15 Fiscales 
y 50 Abogados expertos en la materia penal de la ciudad de Chiclayo. 
 
A partir de ello, se llega a la conclusión que, la inconstitucionalidad de la prisión preventiva, 
es por la no concurrencia correlativa de los presupuestos materiales que exige el Código 
Procesal Penal, esto es, que la medida solo se aplica para los delitos, la sanción a imponer 
sea pena privativa de libertad y, la intervención obligatoria del Ministerio Público y del Juez 
de Investigación Preparatoria; lo cual resulta, que al aplicarse esta medida coercitiva en un 











The present investigation had as purpose analyze the unconstitutionality of the preventive 
detention in the special process for lacks in the Procedural Penal Code, because the juridical 
Peruvian classification has regulated the coercive measure of preventive detention in an 
unjust minor, being the reasonable thing, which is applied in the crimes it is stipulated by the 
article 268 of the Procedural Penal Code. 
 
For this study a quantitative design has been used, of experimental type and of explanatory 
level, and as instrument there was in use a questionnaire directed 10 Judges, 15 District 
attorneys and 50 Attorneys expert in the penal matter of Chiclayo's city. 
 
From it, it comes near to the conclusion that the unconstitutionality of the preventive 
detention, there is for not correlative concurrence of the material budgets that demands the 
Procedural Penal Code, this is, that the measure only applies to itself for the crimes, the 
sanction to imposing is a custodial sentence and, the obligatory intervention of the Attorney 
General's office and of the Judge of Preparatory Investigation; which proves, that on this 
coercive measure having be applied in the unjust one is falling ill the freedom of the imputed 
one. 
 




I.  INTRODUCCIÓN 
 
La prisión preventiva es una de las instituciones jurídicas más utilizada actualmente, a 
efectos de asegurar los fines del proceso penal, que son, garantizar la efectividad de la 
investigación, el cumplimiento de una pena y la presencia del imputado en el proceso. Esta 
figura jurídica se encuentra regulada en el proceso por faltas, a pesar de no cumplir con los 
presupuestos materiales que ha estipulado la norma penal, vulnerando con ello el derecho 
a la libertad personal del imputado y asimismo el sistema constitucional. Siendo así que 
frente al defecto normativo plasmado en el Código Procesal Penal, se puede observar que 
existe un problema, al haberse regula la prisión preventiva en el proceso especial por faltas. 
 
Para ayudar a tratar tal problemática, se ha toma la decisión de analizar la 
inconstitucionalidad de la prisión preventiva en el proceso especial por faltas en el Código 
Procesal Penal. Para tal fin se establecen los siguientes objetivos específicos, identificar las 
razones de la inconstitucional de la prisión preventiva en el proceso especial por faltas, 
distinguir las medidas coercitivas de prisión preventiva y conducción compulsiva y 
proponer la modificación del inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal, 
sobre la medida coercitiva regulada en el proceso especial por faltas. 
 
Con el cumplimiento de los objetivos planteados se logra comprobar la hipótesis, que la 
prisión preventiva en el proceso especial por faltas es inconstitucional porque vulnera el 
derecho a la libertad del imputado, debido a la deficiente regulación de la medida coercitiva 
en el proceso, debiéndose regular la conducción compulsiva para este acto. 
 
Las razones que nos demanda para la realización de la investigación son guiadas por 
motivos de carácter legal, al existir un defecto normativo en el proceso especial por faltas 
que regula la prisión preventiva cuando el imputado no comparezca al proceso. Asimismo, 
el resultado de este trabajo es de carácter social, porque nos permite conocer la deficiencia 
que existe en el Código Procesal Penal; y, al mismo tiempo observar que la prisión 
preventiva en un proceso por faltas vulnera el derecho a la libertad del aun investigado, es 
por ello, la gran intención de analizar la inconstitucionalidad de la prisión preventiva en el 
proceso especial por faltas.
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El trabajo de investigación responde a un diseño cuantitativo, de tipo experimental y de 
nivel explicativo, el cual, para el procesamiento de información se utiliza el método de 
análisis deductivo y el instrumento consistente en un cuestionario dirigido a los operadores 
jurídicos. 
 
Los antecedentes que sirven de apoyo y respaldo a la investigación realizada, son el estudio 
del autor Del Rio (2016) en su tesis titulada: “Las medidas cautelares personales del 
Derecho Penal Peruano”, en España, en la cual concluye que la medida coercitiva estudiada 
solo será de aplicación para los delitos, descartándose la posibilidad de dictar prisión 
preventiva cuando lo que se impute sea una falta. 
 
De igual forma, en el trabajo de investigación realizada por Jove (2015) en su tesis titulada: 
“Motivación de la prisión preventiva en los Juzgados de Investigación Preparatoria de 
Juliaca  (año  2013–2014)  y su  vinculación  con  los  derechos  fundamentales  ¿Medida 
cautelar o Pena Anticipada?”, en Juliaca, en dicho estudio se ha concluido que la medida 
de prisión preventiva, vulnera el derecho a la libertad regulado y amparado por la 
Constitución Política, que está siendo afectada por no aplicarse de manera excepcional en 
los delitos. 
 
Asimismo, el estudio realizado por Delgado (2017), en la tesis titulada “Criterios para fijar 
el plazo razonable en el mandato de prisión preventiva en el Distrito Judicial de 
Lambayeque durante el periodo 2014-2016 en la Provincia de Chiclayo”, donde afirma que 
la detención preventiva es compatible con la Constitución y las normas internacionales, 
siempre que se aplique de manera excepcional, porque se trata de proteger la libertad del 
imputado, y solo puede ser afectada cuando cumpla con los presupuestos materiales y los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad. 
 
La investigación se estructuró de la siguiente forma, en el primer capítulo la introducción 
donde se consignó la realidad problemática, trabajos previos, formulación del problema, 
justificación del estudio, hipótesis, el objetivo general y los tres objetivos específicos; en 
el segundo capítulo se abordará el método que en la presente investigación es un diseño 
cuantitativo, en el tercer capítulo los resultados, en el cuarto capítulo se realizó la discusión, 
en el quinto capítulo se aprecian las conclusiones, en el sexto capítulo se realizaron las 
recomendaciones, asimismo, en el capítulo séptimo, se realizó una propuesta legislativa a
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fin de dar cumplimiento al tercer objetivo específico de la investigación, en el octavo 
capítulo se aprecia las referencias bibliográficas y finalmente se encuentran los anexos. 
 
1.1. Realidad Problemática 
 
En la actualidad la prisión preventiva es una medida cautelar gravosa, que el órgano 
jurisdiccional puede adoptar en el proceso penal en casos de delitos, cumpliendo los 
presupuestos materiales que exige la norma penal, privando al procesado de su derecho 
a la libertad sin existir una sentencia condenatoria firme, con la finalidad de garantizar 
la efectividad de la investigación del delito y el eventual cumplimiento de la pena. 
 
Para solicitar la prisión preventiva tienen que concurrir los presupuestos materiales del 
artículo 268 del Código Procesal Penal del 2004, que establece: “El Juez, a solicitud 
del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva, cumpliendo con: 
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción que vincule al imputado 
como autor o partícipe de la comisión de un delito, b) Que la sanción a imponerse sea 
superior a  cuatro  años  de pena  privativa de libertad  y c) Peligro de  fuga  y de 
obstaculización.” (p. 90) 
 
Esta medida coercitiva se aplica en el proceso especial por falta, contemplada en el 
inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal del 2004 que establece: 
“Cuando el imputado no se presente voluntariamente a la audiencia, podrá hacérsele 
comparecer por medio de la fuerza pública, y si fuera necesario se ordenará la prisión 
preventiva hasta que se realice y culmine la audiencia, la cual se celebrará 
inmediatamente.” (p. 168) 
 
La medida de prisión preventiva en el proceso especial por faltas no es la correcta, 
porque esta medida solo se aplica cuando concurran los presupuestos regulados en el 
artículo 268 del Código Procesal Penal, esto quiere decir, que la acción realizada sea 
un delito, que sea requerida a solicitud del Ministerio Público y exista pena privativa 
de libertad. 
 
Por ello se ha creído conveniente desarrollar la presente investigación a fin de proponer 
la modificación de la medida coerción regulada en el proceso especial por faltas, para 
que no se perjudiquen a los procesados vulnerando su derecho a la libertad personal.
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1.2. Trabajos Previos 
 
Habiendo efectuado la búsqueda de trabajos previos, se ha verificado que no existe un 
estudio que se encuentre dedicado por completo a analizar la inconstitucional de la 
prisión preventiva en el proceso especial por faltas. Sin embargo, se ha encontrado 
investigaciones sobre la prisión preventiva aplicada en la comisión de delitos a nivel 
internacional, nacional y local, que han contribuido en la presente tesis. 
 
1.2.1.   A Nivel Internacional 
 
Como antecedentes de investigación a nivel internacional referente al tema, 
encontramos: 
 
1.2.1.1.  Ecuador 
 
Según Escobar, M.F. y Pincay K.L. (2018), en la tesis titulada “La 
arbitrariedad e ilegalidad de la prisión preventiva como medida cautelar en el 
caso de Javier Rojas”, para obtener el título de Abogado en la Universidad de 
Guayaquil. En su primera conclusión señala: 
 
“La prisión preventiva es una medida cautelar privativa de libertad que 
al aplicarla de manera errónea por los administradores de justicia no solo 
restringe la libertad del procesado sino los derechos consagrados en  la 
Constitución,  es por este  motivo  que tiene que ser aplicada apegada 
a la norma jurídica y a los principios rectores del derecho y de esta 
manera evitar la violación de los derechos y garantías del procesado 
mientras dure el proceso.” (p. 51) 
 
Se concuerda con la postura del autor respecto, que la medida de prisión 
preventiva vulnera derechos reconocidos y amparados por nuestra 
Constitución Política, como son el derecho a la libertad personal y la 
presunción de inocencia de los procesados, y para poder aplicar esta medida 
cautelar se tiene que tener en cuenta los principios y presupuestos regulados 
por la norma, para evitar vulneraciones de derechos fundamentales. 
 
Figueroa, I.A. (2017), en la tesis titulada “La aplicación excesiva de la prisión 
preventiva y el rol del Juez Penal como garante de los derechos
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constitucionales en el proceso Penal”, para obtener el grado académico de 
Magister en la Universidad Católica de Santiago de Guayaquil. En su quinta 
conclusión precisa: 
 
“(…) La finalidad de la prisión preventiva es asegurar la comparecencia 
del imputado en el proceso para evitar su huida o evasión de la justicia 
penal. A diferencia de las otras medidas cautelares, la prisión preventiva 
restringe de modo absoluto la libertad de la persona procesada, ya que 
se la retira de sus esferas de relación social, y se la aísla en un centro de 
detención en la que su libertad sufre de una limitación temporal mientras 
se sustancia la causa penal.” (p. 54-55) 
 
De lo expresado se coincide, que la medida de prisión preventiva afecta 
gravemente  al  imputado porque se le restringe  su  derecho  a la libertad 
personal, sin existir una sentencia condenatoria firme el imputado puede 
ingresar a un centro penitenciario. Además, el presente trabajo ayudará para 
comparar que en otros países la aplicación de la medida coercitiva de prisión 
preventiva también vulnera el derecho a la libertad de los procesados. 
 
1.2.1.2.  España 
 
Del Rio, G. (2016), en la tesis titulada “Las medidas cautelares personales del 
Derecho Penal Peruano”, para obtener el grado de Doctor en la Universidad 
de Alicante. En su veintiunava-primera conclusión señala: 
 
“El fumus boni iuris propone la necesidad de una imputación delictiva 
previa, lo que garantiza que la medida solo pueda ser adoptada por un 
juez luego de un debate jurisdiccional previo, descartándose además la 
posibilidad de dictar prisión preventiva cuando lo que se impute sea una 
falta.” (p. 427) 
 
Se concuerda con la posición del autor referente a que la medida solo será de 
aplicación para los procesos penales en casos de delitos de acuerdo con el 
principio de proporcionalidad, por lo tanto, la prisión preventiva no será de 
aplicación para un proceso especial por faltas.
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1.2.1.3.  Colombia 
 
Garavito, M.A. (2016), en la tesis titulada “Privación de la libertad como 
medida de aseguramiento”, para obtener la Especialización en procedimiento 
penal, constitucional y justicia militar en la Universidad Militar Nueva 
Granada. En su quinta conclusión sostiene: 
 
“(…) resulta necesario admitir que no solamente la privación de la 
libertad como medida de aseguramiento garantiza, que el indiciado, 
imputado o acusado comparezca al proceso, no obstruya la investigación 
o no sea un peligro para la sociedad o la víctima, sino que también 
existen otras que no son privativas de la libertad, que pueden cumplir 
con el mismo objetivo.” (p. 14-15) 
 
Se concuerda con la presente conclusión, porque no es necesario privar de la 
libertad al imputado para que se cumplan los fines del proceso, cuando en el 
ordenamiento jurídico existen otras medidas cautelares que son igualmente 
satisfactorias y que tienen la misma finalidad sin vulnerar derechos 
fundamentales. Se reafirma en el proceso especial por faltas no se puede 
aplicar la prisión preventiva porque existen otras medidas que se pueden 
adoptar y que no vulnerar en absoluto la libertad personal del imputado 
 
Calderón, L.J. (2015), en la tesis titulada “Aplicabilidad de la detención 
preventiva en  el  procedimiento  penal  Colombiano  frente a los  derechos 
fundamentales a la presunción de inocencia y a la libertad”, para obtener la 
Especialización en procedimiento penal constitucional y justicia militar en la 
Universidad Militar Nueva Granada. En su primera conclusión señala: 
 
“(…) Actualmente se está viendo enormemente afectado con la 
aplicabilidad desmedida de la detención preventiva que conlleva a que 
la persona investigada tenga que vivir en iguales circunstancias de las 




En la presente conclusión se sostiene que la prisión preventiva conlleva a que 
el imputado permanezca en un establecimiento penitenciario por un periodo
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de tiempo, en similar condiciones que un condenado mediante sentencia 
judicial, siendo erróneo aplicar la medida de prisión preventiva hasta que se 
culmine la audiencia como se ha regulado en el proceso por faltas de nuestra 
legislación. 
 
1.2.2.   A Nivel Nacional 
 
Como antecedentes a nivel nacional se ha creído conveniente mencionar los 
siguientes: 
 
1.2.2.1.  Huancayo 
 
Según Limaymanta, D.J. y Laura, G.J. (2015), en la tesis titulada “La 
vulneración de los principios de rogación y acusatorio del artículo 137° del 
Código Procesal Penal de 1991, referido a la prolongación de oficio de la 
prisión preventiva bajo los alcances del Código Procesal Penal del 2004 y la 
Ley N°30076”, para optar el título profesional de Abogados en la Universidad 
Peruana los Andes. En la primera y segunda conclusión señala: 
 
“La institución de la Prisión Preventiva recogida por el NCPP del 2004, 
dispone en su artículo 268° que sólo esta se dará siempre en cuando 
exista una petición expresa por parte del Ministerio Público, situación 
que guarda expresa relación con los principios de rogación y acusatorio, 
sobre los cuales se cimienta el proceso penal.” (p. 171) 
 
Se coincide con la postura de los autores, porque el Ministerio Público siendo 
defensor de la legalidad tiene que requerir y concurrir obligatoriamente a la 
audiencia de prisión preventiva; y el Juez de Investigación Preparatoria es 
quien evaluará la solicitud del Fiscal, que debe estar basada en los 
presupuestos materiales regulados en el Código Procesal Penal. 
 
1.2.2.2.  Tarapoto 
 
Quevedo,  D.L.  (2016),  en  la tesis  titulada  “Vulneración  al  principio  de 
presunción de inocencia a consecuencia de una inadecuada valoración de los 
presupuestos materiales de la prisión preventiva en los expedientes tramitados 
en los Juzgado de Investigación Preparatoria periodo 2014-2015”, para optar
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el título profesional de Abogada en la Universidad Cesar Vallejo. En su 
primera conclusión: 
 
“La prisión preventiva es una medida personal de carácter excepcional, 
la misma debe requerirse y declararse fundada cuando se cumplan con 
todos los requisitos exigidos por la Ley y en base a criterios de 
razonabilidad y proporcionalidad.” (p. 90) 
 
De lo expresado por el autor se coincide que la institución de prisión 
preventiva es una medida provisional que requiere de la concurrencia de los 
presupuestos materiales, además debe basarse de los principios procesales 
para su aplicación. 
 
1.2.2.3.  Lima 
 
Aguilar, R.V. (2017), en la tesis titulada “La detención preventiva en los 
derechos fundamentales en el Distrito Judicial de Lima Norte periodo 2016", 
para optar el grado académico de Magister en la Universidad César Vallejo. 
En su segunda conclusión señala: 
 
“También se ha podido comprobar que la actuación de los Jueces del 
Distrito Judicial de Lima Norte que aplican la detención preventiva 
dejan de lado en muchos casos el respeto de los principios de 
jurisdiccionalidad y excepcionalidad los mismos que son de 
observancia estricta (…).” (p. 72) 
 
De lo antes mencionado por el autor, se admite que en nuestro sistema jurídico 
existen fallas por parte de los Jueces a la hora de verificar el total 
cumplimiento de los presupuestos de la medida coercitiva o de la aplicación 
de los principios rectores. 
 
1.2.2.4.  Juliaca 
 
Jove, P.B. (2015), en la tesis titulada “Motivación de la prisión preventiva en 
los Juzgados de Investigación Preparatoria de Juliaca (año 2013–2014) y su 
vinculación con los derechos fundamentales ¿Medida cautelar o Pena
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Anticipada?”, para obtener el título de Abogado en la Universidad Andina 
 
“Néstor Cáceres Velásquez”. En su tercera conclusión: 
 
 
“En los juzgados de investigación preparatoria de la Ciudad de Juliaca, 
la decisión del mandato de prisión preventiva afecta gravemente al 
estado de libertad de las personas por cuanto este solo es aplicada como 
regla general de condena y no como una medida excepcional de 
aseguramiento.” (p. 124) 
 
Se coincide con el autor, que la medida de prisión preventiva vulnera el 
derecho a la libertad regulado por la Constitución, que está siendo afectada 
por no aplicarse de manera excepcional en los delitos, es decir, si se aplica en 
un proceso por faltas afectaría gravemente al imputado por que se privara de 
su derecho fundamental por un injusto menor. 
 
Umiña, R. (2015), en la tesis titulada “Justicia penal y la racionalidad en la 
argumentación jurídica en los mandatos de prisión preventiva”, para obtener 
el grado de Doctor en la Universidad Andina “Néstor Cáceres Velásquez”. En 
su cuarta conclusión señala: 
 
“Que,  la prisión preventiva es un acto procesal dispuesto por una 
resolución judicial que produce una prisión provisional de la libertad 
personal del imputado, solo, con el propósito de asegurar el desarrollo 
del proceso personal y la eventual ejecución de la sentencia o pena, por 
ende, resulta completamente ilegitimo y arbitrario detener 
preventivamente a una persona con fines retributivos o preventivos.” 
(p. 177) 
 
Se concuerda con la presente conclusión, porque esta medida solo se aplica 
con el objetivo de cumplir los fines del proceso, que es garantizar la presencia 
del imputado y la ejecución de la pena, siendo ilegal detener a un procesado 
por estos fines, porque se vulnera su derecho a la libertad.
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1.2.2.5.  Chincha 
 
Martínez, A. (2016), en la tesis titulada “Aplicación copulativa de los 
presupuestos materiales de la prisión preventiva, para su adopción como 
última ratio en el Perú”, para optar el título profesional de Abogado en la 
Universidad Inca Garcilaso de la Vega. En su cuarta conclusión: 
 
“La prisión preventiva en el Perú: Establece un máximo de tiempo en 
que el imputado podrá pasar privado de libertad sin que se determine su 
culpabilidad.” (p. 31) 
 
El estudio de Martínez refiere que para imponer la prisión preventiva el Juez 
debe fijar un lapso de tiempo que el imputado permanecerá recluido en un 
centro penitenciario como lo señala el artículo 272 del Código Procesal Penal, 
que son de 9 meses para procesos simples, 18 procesos complejos y 36 meses 
por crimen organizado. Esta es una de las razones por la cual no se puede 
aplicar esta medida en un proceso por faltas. 
 
1.2.2.6.  Trujillo 
 
Salón, J.A. (2018), en la tesis titulada “La prognosis de la pena, como 
presupuesto necesario para la prisión preventiva y el principio de presunción 
de inocencia”, para obtener el título profesional de Abogado en la Universidad 
Privada Antenor Orrego. En la sexta conclusión sostiene: 
 
“Los estándares internacionales actuales coinciden en la protección de 
los derechos humanos, en ese sentido la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos recomienda a los estados adoptar medidas que 
reduzcan la aplicación de la prisión de preventiva por ser una medida 
muy grave, que afecta directamente la libertad del aun investigados, lo 
cual en caso de ser absuelto conllevaría a un encierro innecesario y muy 
lesivo por la exposición a un ambienta tan hostil como lo es un centro 
penitenciario en nuestro país.” (p. 149) 
 
Las normas internacionales recomienda que los países utilicen medidas 
cautelares que no afecten en absoluto la libertad personal, como sucede con
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la prisión preventiva que es la medida más gravosa que el órgano 
jurisdiccional puede adoptar contra una persona. 
 
1.2.3.   A Nivel Local 
 
Como antecedentes de investigación a nivel local referente al tema, encontramos 
los siguientes: 
 
Delgado, R.E. (2017), en la tesis titulada “Criterios para fijar el plazo 
razonable en el mandato de prisión preventiva en el Distrito Judicial de 
Lambayeque durante el periodo 2014-2016 en la Provincia de Chiclayo”, para 
obtener el grado de Magister en la Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo. 
En su cuarta conclusión: 
“El Tribunal Constitucional ha determinado que la detención preventiva 
es compatible con la Constitución y con los instrumentos 
internacionales que determinan su alcance, en cuanto tiene un carácter 
preventivo y excepcional. Porque es importante que la libertad del 
procesado, debe prevalecer a cualquier otro interés durante el desarrollo 
del proceso, y solo puede ser afectada en el marco de aplicación de los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad, a fin de no vulnerar 
derechos fundamentales de las personas.” (p. 112) 
 
De lo expuesto por el autor, se admite que nuestra carta magna y organismos 
internacionales reconocen la medida de prisión preventiva siempre y cuando 
sea de aplicación excepcional, porque lo primordial es proteger el derecho a 
la libertad del procesado durante la investigación y solo puede ser afectada 
cuando cumpla con los presupuestos y los principales principios, que son la 
proporcionalidad y razonabilidad. 
 
1.3. Teorías Relacionadas al Tema 
 
 
1.3.1.   Constitucionalización en el Proceso Penal 
 
 
Según Zambrano (2013) en la “Comisión Distrital de Implementación del Nuevo 
 
Código Procesal Penal en el Distrito Judicial de Huaura” señala que:
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“El Derecho Penal y Procesal Penal como derechos públicos deben delimitarse 
dentro del Derecho Constitucional, y por tal toda su estructura y actos deben 
obedecer a los principios de constitucionalidad.” (p. 7) 
 
El derecho penal se encuentra dentro de la norma constitucional, que considera al 
ser humano como “el fin supremo de la sociedad y del estado”, protegiendo sus 
derechos ante cualquier arbitrariedad porque se permitirá preferir la inocencia 
antes de la culpabilidad. (p. 7) 
 
Según San Martin (2015) señala que: “Al margen de que el sistema penal proteja 
en general los bienes jurídicos, lo más relevante y preocupante es que el Derecho 
Procesal Penal focaliza mediante la prisión preventiva, la afectación de un derecho 
fundamental: libertad personal.” (p. 220) 
 
“La libertad ambulatoria puede ser limitada dentro del proceso penal a efectos de 
asegurar sus fines. Esta es la justificación de la imposición de una medida cautelar 
personal como la prisión preventiva.” (Casación N° 626-2013/ Moquegua, 
considerando décimo) 
 
“La aplicación de esta medida es excepcional, en atención a la preferencia por la 
libertad del sistema democrático, por ende, su adopción se hará solo en los casos 
necesarios y que cumplan los requisitos de ley, en especial el peligro procesal. 
Pues de otra forma se lesionara no solo la libertad, sino también la presunción de 
inocencia, pues se encarcela como si fuera culpable a quien se le debe presumir 
inocente.” (Casación N° 626-2013/ Moquegua, considerando décimo primero) 
 
Según Zambrano (2013) en la “Comisión Distrital de Implementación del Nuevo 
 
Código Procesal Penal en el Distrito Judicial de Huaura” señala: 
 
 
“Al margen de las opiniones justificadas magistralmente a través del discurso 
jurídico que nos intenta decir que la prisión preventiva no es una sanción, debemos 
anotar también que esta, la sanción, se define por sus efectos,  y no por su 




La medida coercitiva estudiada afecta la libertad personal del imputado y a otros 
derechos conexos a él, por lo tanto, la prisión preventiva tiene efectos 
sancionatorios. 
 
Según Barros (2017) señala:“(…) trata-se da principal modalidade de prisão 
cautelar  existente em  nosso  ordenamento  jurídico.  Desta  feita,  o  cenário  da 
cautelaridade exsurge, a fim de que o acusado apenas possa ser encarcerado caso 
haja extrema necessidade de acordo com os parâmetros estabelecidos na lei, por 
conseguinte, não poderá ser equiparado àquele indivíduo já condenado.” (p. 18) 
 
Según  Barros  (2017) señala:  “Se trata de  la principal  modalidad de prisión 
cautelar existente en nuestro ordenamiento jurídico. De esta forma, el escenario 
de la cautelaridad surge, a fin de que el acusado sólo pueda ser encarcelado si hay 
extrema necesidad de acuerdo con los parámetros establecidos en la ley, por lo que 
no podrá equipararse a aquel individuo ya condenado.” (p. 18) 
 
Las normas internacionales protegen a la persona ante la vulneración de sus 
derechos, como lo señala el “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” 
en su artículo 9 inciso 3 señala: “Toda persona detenida o presa a causa de una 
infracción penal será llevada sin demora ante un Juez u otro funcionario autorizado 
por la Ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro 
de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las 
personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general (…).” (p. 4) 
 
Se sustenta que la prisión preventiva al ser una medida cautelar excepcional, no se 
puede considerar como regla, esto quiere decir, que esta medida no puede ser 
aplicada en todos los casos y menos aun cuando se trate de un injusto menor. 
 
Asimismo, la Constitución Política del Perú de 1993, en el artículo 2 inciso 24 
literal e señala: “Toda persona es considerada inocente mientras no se haya 
declarado judicialmente su responsabilidad.” (p. 4) 
 
La carta magna protege a las personas considerándolas inocentes mientras no 
exista una sentencia que declare su responsabilidad, pero esto no sucede cuando
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se trata de aplicar la medida de prisión preventiva, el imputado se ve afectado 
porque ingresa a un centro penitenciario sin existir una sentencia condenatoria 
firme. 
 
1.3.1.1.  El control de constitucionalidad de las normas 
 
Para Linares citado por (Chávez y Fumagalli, 2008), al referirse del principio 
de supremacía de la Constitución menciona: 
 
“Que la Constitución constituye el grado supremo, la fuente, el principio. En 
la esfera del derecho interno, no hay nada por encima de las reglas 
constitucionales, nada que le sea superior, porque las normas constitucionales 




Según Rubio señala: El principio de constitucionalidad expresa que la 
constitución tiene primacía sobre cualquier norma legal, y en caso que se 
opongan a la norma constitucional prevalecerá, asimismo, se efectúa mediante 
la no aplicación o control difuso, y la declaración de invalidez de la norma 
inconstitucional o control concentrado. (Citado por De Romaña, 2016, p. 81) 
 
En pocas palabras, la Constitución al ser norma suprema de nuestro 
ordenamiento, tiene que primar sobre cual otra norma del sistema legislativo, 
según el principio de constitucionalidad. Al existir una oposición contra la 
norma constitucional se puede dar el control difuso, que es la no aplicación de 
la norma que se opone a la Constitución; o el control concentrado que es la 
declaración de invalidez de la norma inconstitucional. 
 
a. Inconstitucionalidad de la Norma 
 
Según De Romaña (2016) sostiene que: “La existencia de una Ley cuestionada 




Este examen puede ser de inconstitucionalidad de fondo o material, de 
inconstitucionalidad de forma o procedimental y de inconstitucionalidad por 
omisión legislativa.” (p. 89) 
 
“El artículo 200º inciso 4 de la Constitución de 1993 señala que el Proceso de 
Inconstitucionalidad procede contra las siguientes normas: Leyes, Decretos 
Legislativos, Decretos de Urgencia, Tratados, Reglamentos del Congreso, 
Normas Regionales de carácter general y Ordenanzas Municipales que 
contravengan la Constitución en la forma o en el fondo.” (p. 74) 
 
El artículo 75 del Código Procesal Constitucional establece: 
 
 
“Los procesos de acción popular y de inconstitucionalidad tienen por finalidad 
la defensa de la Constitución frente a infracciones contra su jerarquía 
normativa. Esta infracción puede ser, directa o indirecta, de carácter total o 
parcial, y tanto por la forma como por el fondo.” (p. 90) 
 
a.1. Inconstitucionalidad Total 
 
 
Según Landa (2010) señala: "Una Ley puede ser totalmente inconstitucional 
cuando la totalidad de su contenido dispositivo o normativo es contrario a la 
Constitución. En tales supuestos, la demanda de inconstitucionalidad es 
declarada fundada, y la disposición impugnada queda sin efecto.” (p.418) 
 
a.2. Inconstitucionalidad Parcial 
 
 
Para Landa (2010) sostiene: “La Ley es parcialmente inconstitucional cuando 
sólo una fracción de su contenido dispositivo o normativo resulta 
inconstitucional. En caso de que el vicio parcial recaiga sobre su contenido 
dispositivo, serán dejadas sin efecto las palabras o frases en que aquel resida.” 
(p. 419) 
 
a.3. Inconstitucionalidad de Forma 
 
 
“Es inconstitucional por la forma es cuando preceptos que regulan temas 
referidos al procedimiento legislativo, las materias que deberían ser reguladas 
por determinado texto normativo, o el organismo u órgano competente para
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emitir  un  precepto  en  concreto.”  (Guía  rápida  sobre  el  proceso  de 
 
inconstitucionalidad, 2008, p. 72-73) 
 
 
Según García señala: Se evalúa o comprueba si una Ley contraviene a la 
Constitución al no haberse elaborado bajo los requisitos y trámites previstos 
en el procedimiento de creación de una Ley. (Citado por De Romaña, 2016, 
p. 91) 
 
a.4. Inconstitucionalidad Material o de Fondo 
 
 
Según De Romaña (2016) señala: “La inconstitucionalidad por el fondo se 
produce cuando una norma de rango legal regula determinada materia de un 
modo distinto a lo dispuesto por las previsiones constitucionales, 
contraviniendo el contenido que ellas recogen.” (p.  92) 
 
Según Landa (2010) expresa que: “Las infracciones constitucionales de fondo 
tienen lugar cuando la materia regulada por la norma con rango de ley, resulta 
contraria a algunos de los derechos, principios y/o valores constitucionales, 
es decir, cuando resulta atentatoria no de las normas procedimentales o del iter 
legislativo, sino de las normas sustanciales reconocidas en la Constitución.” 
(p. 418) 
 
Según García señala:  La inconstitucionalidad de fondo se da cuando lo 
regulado por Ley resulta contrario a los derechos, principios y valores 
constitucionales, es decir, atenta contra el contenido de la Constitución, 
existiendo contrariedad entre la norma supra y la Ley. (Citado por De 
Romaña, 2016, p. 93) 
 
En el presente estudio el artículo 485 del Código Procesal Penal es 
inconstitucional parcialmente y por fondo, porque la regulación de la prisión 
preventiva es una fracción del contenido de la norma, que tiene que dejarse 




1.3.2.   Medidas Cautelares 
 
En la presente investigación se ha logrado identificar diferentes conceptos sobre 
las medidas cautelares en nuestro ordenamiento jurídico. 
 
1.3.2.1.  Concepto 
 
Es muy importante afirmar que las medidas coercitivas o cautelares son 
limitaciones o prohibiciones que afectan los derechos fundamentales del 
investigado con el propósito de cumplir los fines del proceso penal, y de ello 
se puede corroborar con los siguientes conceptos doctrinarios. 
 
Según Oré sostiene que son: “Restricciones al ejercicio de derechos personales 
o patrimoniales del imputado o de terceros, impuestas durante el transcurso de 
un procedimiento penal, con la finalidad de garantizar los fines del mismo.” 
(Citado por Calderón, 2011. p. 215) 
 
Para Horvitz y López señalan que: “Son las llamadas, Medidas Cautelares o 
Coercitivas o de aseguramiento, que en esencia constituyen medidas judiciales 
que tienen por finalidad garantizar la presencia del imputado al proceso penal 
y la efectividad de la sentencia.” (Citado por Neyra, 2010, p.487-488) 
 
Son limitaciones a los derechos personales y reales del imputado, que son 
adoptadas a inicio o durante el proceso con la finalidad de garantizar sus fines. 
(Rosas, 2013, p. 469) 
 
Según Peña citado por (Salas, 2011) indica que: Las medidas coercitivas 
aseguran la efectividad de los fines del proceso y de las instituciones 
procesales, que pueden basarse en perjudicar la libertad física de las personas, 
pero estas medidas no pueden ser injustas porque tienen que cumplir con los 
presupuestos que se establecen para cada medida. (p. 180) 
 
Invocando a Neyra (2010) señala que: “Estas medidas tienen por finalidad 
evitar determinadas actuaciones perjudiciales que el imputado podría realizar 
durante el proceso, y asegurar la presencia del imputado al proceso cuando de
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por medio exista peligro procesal, esto es riesgo de fuga u obstrucción de la 
 
actividad probatoria.” (p. 488) 
 
 
Para Slobogin (2010): “Detention for preventive purposes must be the least 
drastic means of achieving the government’s public safety goals, and even 
then may occur only if a significant probability.” (p. 15) 
 
Para Slobogin (2010): “La detención de los preventivos debe ser la causa más 
drástica de que el gobierno público tiene como objetivo de seguridad, e incluso 




1.3.2.2.  Presupuestos 
 
A continuación se dará a conocer los presupuestos de las medidas cautelares 
que son: 
 
Según Neyra (2010) afirma que: “Doctrinariamente se aceptan dos 
presupuestos el (fumus boni iuris) y el (periculum in mora).” 
 
a. El Fumus Bonis Iuris 
 
Es conocido como la imputación de un delito, que se fundamenta de la 
consecuencia de un hecho punible, en el que existen indicios razonables que 
requiere de una investigación penal. (p. 495) 
 
b. El Periculum In Mora 
 
Conocido como el riesgo procesal, se refiere al retraso o perjuicio que se puede 
desarrollar en el proceso por parte del imputado, es por ello que se aplican las 
medidas cautelares para poder prevenir injerencias en la investigación. (p. 
495) 
 
1.3.2.3.  Clasificación 
 
Según Calderón (2011), afirma que: La doctrina ha establecido la siguiente 
clasificación sobre las medidas cautelares:
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a. Las medidas de naturaleza personal 
 
Afectan directamente a las personas vulnerando su derecho a la libertad 
física con la finalidad de asegurar los fines del proceso. Encontramos a la 
comparecencia, impedimento de salida, incomunicación y prisión 
preventiva. 
 
b. Las medidas de naturaleza real 
 
Afectan al patrimonio del procesado restringiendo su derecho a la libre 
disposición. (p. 219) 
 
1.3.3.   Prisión Preventiva 
 
En el presente estudio se ha logrado identificar diferentes conceptos doctrinarios 
sobre la prisión preventiva, por lo tanto se ha creído conveniente citar a los 
siguientes autores: 
 
1.3.3.1.  Concepto 
 
Según Araya y Quiroz (2014), sostiene que: La prisión preventiva es una 
medida provisional, que trata de restringir la libertad del procesado, decisión 
adoptada por el Juez de Investigación Preparatoria en un proceso penal, con 
la finalidad de asegurar la presencia del imputado en el proceso y no eluda la 
justicia. (p. 126) 
 
Para Freyre citado por (Calderón, 2011) la define: “Como la privación de la 
libertad ambulatoria decretada por el Juez Penal al inicio o en el curso del 
proceso, tanto para asegurar el sometimiento del encausado a la aplicación de 
una pena con prognosis grave o relativamente grave, como también para 
evitar, al mismo tiempo, que perturbe la actividad probatoria.” (p. 230) 
 
Gimeno la define: “Como la situación nacida de una resolución jurisdiccional 
de carácter provisional y duración limitada por la que se restringe el derecho 
a la libertad del imputado por un delito de especial gravedad.” (Citado por San 
Martin, 2015, p. 133)
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De otro lado, Moreno considera que: Es la medida más gravosa que regula el 
ordenamiento jurídico, porque afecta la libertad personal sin que exista una 
sentencia firme que la ampare. Esta medida se basa en privar la libertad del 
imputado porque ingresara a un centro penitenciario hasta que dure el trámite 
de su proceso. (Citado por Serrano, 2015, p. 51) 
 
La prisión preventiva es: “Una medida coercitiva de carácter personal, 
provisional y excepcional, que dicta el Juez de la Investigación Preparatoria 
en contra de un imputado, en virtud de tal medida se restringe su libertad 
individual ambulatoria, para asegurar los fines del proceso penal.” (Cubas, 
2009, p. 382) 
 
 
Según Roxin citado por (Miranda, 2014) afirma que: “Con respecto a la 
prisión preventiva, señala que esta tiene tres objetivos: 1. Pretender asegurar 
la presencia del imputado en el procedimiento penal; 2. Pretender garantizar 
una investigación de los hechos, en debida forma por los órganos de 
persecución penal; 3. Pretender asegurar la ejecución de la pena.” (p. 92) 
 
Bajo los conceptos expuestos, se puede definir a la prisión preventiva como 
una medida de aseguramiento que afecta gravemente al imputado vulnerando 
su derecho a la libertad personal con el propósito de cumplir la investigación, 
y no eluda el proceso o impida la realización de mismo. 
 
1.3.3.2.  Características 
 
Según Cusi (2017) señala que las características de la Prisión Preventiva son: 
 
 
a.  Instrumental 
 
La prisión preventiva es el instrumento que se utiliza para hacer efectivo los 
fines del proceso penal, para poder garantizar la presencia del procesado en 
el proceso y asegurar los medios probatorios. (p. 71) 
 
“La instrumentalidad de la prisión preventiva es excepcional, es decir sólo 
cuando  se  cumpla  los  presupuestos  y que  sea  estrictamente  necesario, 
idóneo y proporcional en sentido estricto y, tenga el propósito de evitar el 






Esta característica se refiere, que el imputado seguirá en prisión hasta que 
persistan los presupuestos materiales, si en la investigación se ha descubierto 
nuevos elementos que hagan dudar la decisión inicial de prisión preventiva, 
se dispondrá su libertad automática. (p. 72) 
 
c.  Variabilidad o mutabilidad 
 
“La variabilidad implica que la medida puede ser modificada o cambiada. 
Es viceversa, es decir, puede ser de una prisión preventiva a una 
comparecencia o también de una comparecencia simple o restringida a 




La característica de temporalidad se basa en el plazo de la prisión preventiva 
que se encuentra regulado en la Ley, no podrá excederse de la pena abstracta 
probable del delito denunciado y también enfocarse en el plazo razonable. 
(p. 73) 
 
“El tiempo es establecido por el legislador, así, nuestra norma procesal 
indica con claridad que el plazo de la prisión preventiva no durará más de 
nueve meses y tratándose de un caso complejo no será más de dieciocho 
meses, con sus respectivas posibilidades de prolongación mas no ampliación 
o prórroga. La prolongación requiere una especial argumentación por el 
titular del Ministerio Público como parte persecutora en el proceso penal.” 
(p. 73) 
 
e.  Excepcional 
 
La excepcionalidad es una de las características principales que se deben 
tener en cuenta al dictar mandato de prisión preventiva. Asimismo esta 
medida solo se aplicara con fines procesal y cuando tenga un sustento 
jurídicos. (p. 74) 
 
“Esta excepcionalidad deberá estar suficientemente justificada cuando se 
 




tiene que ser visible en la resolución correspondiente. La excepcionalidad 
deberá responder a razones jurídicas más no morales, políticas, o entre otras 
no jurídicas, pues de ser así, será arbitrario e inconstitucional.” (p. 74) 
 
f.  Jurisdiccionalidad 
 
“La prisión preventiva sólo puede ser emitida por el Juez, más no por el 
Fiscal. Éste sólo tiene el poder requirente hacia el órgano judicial competente 
y el Juez de Investigación Preparatoria resolverá en base a una valoración 
cabal. En tal sentido, la prisión preventiva sólo podrá ser emitida previa 
motivación profunda por el Juez de Garantías.” (p. 75) 
 
La prisión preventiva solo puede ser dada por el Juez de Investigación 
 
Preparatoria, quien resolverá en base a una evaluación completa 
 
 
g.  Proporcionalidad 
 
“La prisión preventiva será válida cuando se tome en cuenta en su evaluación 
la proporcionalidad en el caso concreto, pues dentro de ella se tendrá que 
verificar la necesidad, ello concibe que sea indispensable la prisión 
preventiva, idoneidad y la proporcionalidad en sentido estricto o 
ponderación.” (p. 75) 
 
Todas las características antes citadas se tienen que tomar en cuenta por parte 
del Juez de Investigación Preparatoria si decide aplicar la medida coercitiva, 
pero principalmente se tiene que tomar en consideración el carácter 
excepcional y proporcional de la medida. 
 
1.3.3.3.  Presupuestos para su Imposición 
 
Para la imposición de la prisión preventiva se requiere de requisitos formales 
y concurrentes que se encuentran regulados en el Código Procesal Penal, 
como se señalara a continuación: 
 
Según Miranda (2014) sostiene que: “Los presupuesto para dictar la prisión 
 




“Conforme al artículo antes mencionado, se refiere que el Juez, a solicitud del 
Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva, si atendiendo 
a los primeros recaudos sea posible determinar la concurrencia de los 
siguientes presupuestos”: 
 
a.  “Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como 
autor o partícipe del mismo.” 
“Este primer presupuesto tiene relación con el fumus bonis iuris (la 
imputación), es decir, la apreciación de los indicios razonables de 
criminalidad en la fase de investigación, que permiten deducir en prima 
facie, la posible comisión de un delito por el eventual destinatario de la 
medida coercitiva, no bastando una mera sospecha sobre la culpabilidad 
del imputado, sino una credibilidad objetiva sobre la comisión del hecho 
punible.” (p. 98-99) 
 
Mellado citado por (Miranda, 2014) señala que: Para valorar el primer 
inciso del artículo 268 del Código Procesal Penal, se requiere de indicios 
múltiples, convincentes basados en una misma conclusión y que tengan 




“Los elementos de convicción deben ser entendidos como indicios, pues a 
partir de ella se puede hablar de la probabilidad. Esa probabilidad 
corroborada es la que permite cotejar la alta probabilidad que se exige para 
declarar fundada el primer presupuesto para la emisión de la prisión 
preventiva.” (Cusi, 2017, p. 163) 
 




Llamada también prognosis de la pena, que se desarrolla al momento de 
solucionar el requerimiento de prisión preventiva y tiene vinculación con 
la sanción punitiva. El Juez de Investigación está en la etapa de estudiar 




hipótesis de que la pena a imponerse sea superior a 4 años. (Miranda, 2014, 
p. 101) 
 
Calderón (2011) sostiene que: “El Juez tiene que realizar un cálculo de 
probabilidades o prognosis de la pena que podría recaer en el imputado, 
teniendo en cuenta una serie de variables, como la pena conminada, el 
grado de participación y las condiciones personales.” (p. 232) 
 
“La prognosis de la pena implica una pena probable en caso de existir la 
alta probabilidad del delito atribuido como autor o partícipe al imputado y 




c.  “Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la 
acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la 
verdad (peligro de obstaculización).” 
El peligro procesal se determina a partir de sucesos concurrentes antes o 
durante el proceso que permitan determinar la culpabilidad del procesado, 
en las cuales se tomaran en consideración sus actitudes, su ocupación, sus 
bienes, y todas las circunstancias que permitan determinar que la libertad 
personal del imputado pone en peligro el desarrollo de la investigación y 
su efectividad. (Miranda, 2014, p. 104-105) 
 
“La ausencia de un criterio razonable en torno a la perturbación de la 
investigación judicial o a la evasión de la justicia por parte del procesado, 
terminarían convirtiendo a la detención judicial preventiva o, en su caso, a 
su mantenimiento, en arbitraria por no encontrarse razonablemente 
justificada.” (p. 105) 
 
“Es el verdadero sustento de la medida cautelar, que no se presume, sino 
que debe estar fundado en circunstancias objetivas. Consiste en la 
posibilidad de que el imputado, por sus antecedentes u otras circunstancias, 




es decir, existe un peligro de fuga y un peligro de perturbación o de 
 
entorpecimiento.” (Calderón, 2011, p. 233) 
 
 
1. Peligro de Fuga 
 
 
Cusi (2017) sostiene que: “El peligro de fuga tiene que estar debidamente 
acreditado, pues siendo el eje central en la prisión preventiva su 
rigurosidad debe llegar a su máxima exigencia.” (p. 212) 
 
Para Rosas (2013) señala que: “La existencia de suficientes elementos 
probatorios debe entenderse en el mismo sentido que en el requisito 
referido al hecho criminal y la participación del imputado en el delito, es 
decir, como la probabilidad de realización de un comportamiento que 
represente peligro procesal.” (p. 497) 
 
“Para calificar el peligro de fuga el juez tiene que tener en cuenta: 
 
 
El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, 
residencia habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo, y 
las facilidades para abandonar definitivamente el país o permanecer 
oculto. 
 
La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento. 
 
 
El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro 
procedimiento anterior. 
 
La importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado adopta 
 
voluntariamente frente a él.” (p. 497-498) 
 
 
2. Peligro de obstaculización. 
 
 
“Para calificar el peligro de obstaculización, se tendrá en cuenta el riesgo 
razonable de que el imputado: 
 
Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de 
prueba: puede que el imputado conozca el lugar de algún medio de prueba 




Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o 
 
se comporten de manera desleal o reticente.” (p. 498-499) 
 
 
1.3.3.4.  Audiencia de la Prisión Preventiva 
 
Como señala Miranda (2014) que: El Nuevo Código Procesal Penal del 2004 
ha regulado la realización de la audiencia de la medida de prisión preventiva. 
 
“Así el artículo 271 Código Procesal Penal precisa: 
 
 
1. El juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes al requerimiento del Ministerio Público realizará la 
audiencia para determinar la procedencia de la prisión preventiva. La 
audiencia se celebrará con la concurrencia obligatoria del Fiscal, del 
imputado  y su  defensor.  El  defensor  del  imputado  que  no  asista  será 
reemplazado por el defensor de oficio. 
 
3. El auto de prisión preventiva será especialmente motivado, con expresión 
sucinta de la imputación, de los fundamentos de hecho y de derecho que lo 
sustente, y la invocación de las citas legales correspondientes. 
 
4. El juez de la Investigación Preparatoria, si no considera fundado el 
requerimiento de prisión preventiva optará por la medida de comparecencia 
restrictiva o simple según el caso.” (p. 118) 
 
1.3.3.5.  Plazos 
 
Miranda (2014) afirma que: “El artículo 272 del Nuevo Código Procesal Penal 
nos indica que la prisión preventiva no durará más de nueve meses, pero si se 
trata de procesos complejos, el plazo límite de la prisión preventiva no durará 
más de dieciocho meses. La solicitud de complejidad del proceso es una 
facultad exclusiva del Ministerio Público. Cuando se trate de procesos de 
criminalidad organizada es de 36 meses hasta con una prolongación de 12 
meses.” (p. 119) 
 
“Además, conforme al artículo 273 del Nuevo Código Procesal Penal; al 
 




de primera instancia, el Juez de oficio o a solicitud de las partes decretará la 
inmediata libertad del imputado, sin perjuicio de dictar concurrentemente las 
medidas necesarias para asegurar su presencia en las diligencias judiciales.” 
(p. 120) 
 
1.3.3.6.  Cese de la Prisión Preventiva 
 
Para Rosas (2013) sostiene que: “La cesación de la prisión preventiva 
procederá cuando nuevos elementos de convicción demuestren que no 
concurren los motivos que determinaron su imposición y, además, resulte 
necesario sustituirla por la medida de comparecencia.” (p. 524) 
 
Según Miranda señala: El Juez puede imponer reglas de conducta contra el 




1.3.4.   Conducción Compulsiva 
 
Para Cubas (2015) sostiene que la conducción compulsiva: Es la potestad que se 
ha otorgado la Policía Nacional de Perú para que detenga a un ciudadano para 
poder dirigirlo al despacho judicial, que está solicitando su presencia para que 
brinde información necesaria sobre la investigación, además, una vez realizada la 
diligencia se dispondrá el levantamiento de la medida de conducción compulsiva. 
(p. 481) 
 
La conducción compulsiva no es una orden de captura, porque no restringe el 
derecho a la libertad personal, como ocurre en las demás medidas cautelares, solo 
pretende garantizar la presencia del imputado, testigos o peritos que se opusieran 
a colaborar en la investigación. (p. 482) 
 
“Es  el  acto  por  el  cual  ante  la  inconcurrencia  del  imputado  a una  citación 
debidamente notificada bajo apercibimiento, aunque no exista una definición legal 
respecto a la conducción compulsiva, se puede definir a esta, como aquella medida 
de coercitiva que asegura la presencia del imputado en la investigación en sede 




Según Oré (2016) define que: “La Conducción Compulsiva, faculta a la autoridad 
policial a aprehender a una persona para conducirla al despacho judicial que está 
requiriendo su presencia a efectos de que participe en alguna diligencia propia de 
la investigación.” (p. 404) 
 
1.3.5.   El Proceso Penal por Faltas en el Perú 
 
El Proceso Especial por Faltas se encuentra regulado en el libro tercero del Código 
Penal Peruano en los artículos 440 al 452, asimismo, en el libro quinto del Código 
Procesal Penal en los artículos 482 al 487. Para abordar el tema, primero se tiene 
que diferenciar las dos infracciones a la norma penal. 
 
1.3.5.1.  Diferencias entre Delitos y Faltas 
 
Se dará a conocer la diferencia que existe entre los delitos y las faltas, por lo 
tanto se ha creído conveniente citar a los siguientes autores: 
 
Según San Martín citado por (Bramont, 2010) afirma que: “Las faltas son 
simples injustos menores en relación con los delitos. Entre ambas no hay 
diferencias cualitativas, pues sus elementos son exactamente iguales, pero 
comoquiera que las faltas tienen sanciones más leves, y están referidas a 
vulneraciones de bienes jurídicos de menor intensidad, deben ser tratadas 
distintamente en función a esa simple diferencia cuantitativa.” (p. 174) 
 
Asimismo, Arbulú (2015) señala que: “Las faltas son infracciones cuyo grado 




Para Velásquez sostiene que: Entre las faltas y los delitos no existe una 
diferencia cualitativa, sino netamente cuantitativa refiriéndose que la conducta 
realiza no logra convertirse en delito y que las sanciones son penas leves. 
(Citado por Bramont, 2010, p. 174) 
 
Por lo tanto, las faltas son acciones en menor gravedad y el delito es el hecho 
contario al ordenamiento jurídico realizando una conducta grave; entre ambos, 




1.3.5.2.  Concepto de Faltas 
 
Las faltas son contravenciones que perjudican el bien jurídico en menor 
gravedad no logrando convertirse en delito, y ello se puede comprobar con 
los diferentes conceptos doctrinarios. 
 
Bramont (2010) nos refiere que: “Son faltas aquellos ilícitos penales que 
lesionan derechos personales, patrimoniales y sociales que por su escasa 
intensidad no alcanzan a constituir delito.” (p. 173) 
 
Según Neyra (2010) establece que: “En este sentido, las faltas son infracciones  
a la norma  penal  que lesionan  en  menor intensidad  bienes jurídicos o la 
agresión a ellos es mínima.” (p. 480) 
 
“La falta es también una conducta humana que importa una contradicción a 
la antijuridicidad y al carácter típico de la norma, pero que por su menor 
contenido de reprobación jurídica y social desencadena la imposición de una 
sanción de menor repercusión lesiva para con el autor.” (Peña, 2012, p. 932) 
 
Finalmente, Machuca citado por (Bramont, 2010) señala que: Las faltas son 
amenazas  que  afectan  o  vulneran  en  su  escasa  gravedad  y que  no  son 
regulados como delito. (p. 174-175) 
 
1.3.5.3.  Trámite del Proceso por Faltas 
a. Competencia 
 
Según Arbulú (2015) sostiene que: “Los procesos por faltas serán conocidos 
por los Jueces de Paz Letrados y excepcionalmente, en los lugares donde no 
exista Juez de Paz Letrado, conocerán de este proceso los Jueces de Paz. Las 
respectivas Cortes Superiores fijarán anualmente los Juzgados de Paz que 




Según el artículo 483 inciso 1 del Código Procesal Penal Peruano, establece 
que: “La persona ofendida por una falta puede denunciar su comisión ante la 
Policía o dirigirse directamente al Juez comunicando el hecho, 
constituyéndose en querellante particular.” (p. 177)
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Según Bramont (2010) sostiene que: “Si el Juez considera que el hecho 
constituye falta y la acción penal no ha prescrito, siempre que estime 
indispensable una indagación previa al enjuiciamiento, remitirá la denuncia y 
sus recaudos a la Policía para que realice las investigaciones 
correspondientes.” (p. 178) 
 
“Recibido el informe policial, el Juez dictará el auto de citación a juicio 
siempre que los hechos constituyan falta, la acción penal no ha prescrito y 
existan fundamentos razonables de su perpetración y de la vinculación del 
imputado en su comisión. En caso contrario dictará auto archivando las 
actuaciones. Contra esta resolución procede recurso de apelación ante el Juez 
Penal.” (p. 178) 
 
c.  Audiencia 
 
Arbulú (2015), sostiene que: En el auto de juicio oral, deben estar 
debidamente citados las partes, y al concurrir el imputado y agraviado pueden 
llegar a un acuerdo conciliatorio, siempre que el imputado reconozca que 
cometió la falta atribuida. Si no llegan a un acuerdo, se fijara nueva fecha 
convocando a las partes procesales y los testigos. (p. 700) 
 
Según Freitas y Vela (2015), afirma que: En el artículo 484, señala que el 
imputado acudirá a la audiencia en presencia de su abogado, y si no tuviera 
se le nombrara uno de oficio. Además, las partes procesales pueden acudir a 
la audiencia con los medios probatorios que consideren idóneos para el 
proceso. (p. 97-98) 
 
Arbulú (2015) señala que: El juez realizará una breve relación de los cargos 
que se imputan. Si el  agraviado está de acuerdo se puede llegar a una 




“Si no hay conciliación o la celebración de un acuerdo, se preguntará al 
imputado si admite su culpabilidad. Si lo hace, y no fueran necesarios otros 




la sentencia correspondiente. La sentencia puede pronunciarse verbalmente y 
 
su protocolización por escrito se realizará en el plazo de dos días.” (p. 701) 
 
 
“Si el imputado no admite los cargos, de inmediato se le interrogará, luego se 
hará lo propio con la persona ofendida si está presente y, seguidamente, se 
recibirán las pruebas admitidas y las que han presentado las partes, siguiendo 
las reglas ordinarias, adecuadas a la brevedad y simpleza del proceso por 
faltas.” (p. 701) 
 
En los proceso por faltas las audiencias son únicas, excepcionalmente podrá 
aplazarse tres días, ya sea a pedido de parte o de oficio, solo cuando resulte 
indispensable la realización de un medio probatorio. Después de transcurrido 
el periodo, el juicio de desarrollará con normalidad, donde el Juez luego de 
escuchar los alegatos de las partes dictara su sentencia. (p. 701) 
 
d. Medida de Coerción 
 
Según Neyra (2010), indica que: “La tendencia del Nuevo Código Procesal 
Penal es la libertad del imputado en lugar de la privación de ella, lo que si 
ocurría en el Sistema Inquisitivo; por ello, en el proceso de faltas, al tener 
como objeto un conflicto de menor entidad, el Juez solo podrá dictar mandato 
de comparecencia, sin restricciones contra el imputado, siendo esta la regla 
general.” (p. 484-485) 
 
“No obstante, existe una excepción a esta regla normada en el artículo 485 
inciso 2 del Nuevo Código Procesal Penal, la misma que prescribe que en el 
supuesto que el imputado por medio de la fuerza pública, y solo en el caso 
que fuera necesario se ordenara la prisión preventiva hasta que se realice y 
culmine la audiencia, la misma que se celebrara inmediatamente.” (p. 485) 
 
Para Cusi (2017) señala: No comparte la corriente, aunque el código procesal 
penal lo regula, la prisión preventiva en el proceso especial por faltas no es 
correcta, porque no concurren los presupuestos del artículo 268 del código 
procesal penal y aparte que ha regulado como sanción las penas limitativas 




En tal sentido los presupuestos de la prisión preventiva deben de presentarse 
de manera secuencial y en el proceso por faltas al no cumplir con todos los 
presupuestos, la prisión preventiva no se puede aplicar. En conclusión, la 
prisión preventiva no es una medida cautelar para procesos por faltas sino solo 
para los delitos. (p. 96) 
 
1.3.6.   Derecho Comparado 
 
En el presente estudio se ha logrado identificar la regulación de la improcedencia 
de la prisión preventiva en diferentes países, por lo tanto se ha creído conveniente 
citar a los siguientes: 
 
1.3.6.1.  Bolivia 
 





“Artículo 232. (Improcedencia de la detención preventiva). 
 
 
No procede la detención preventiva: 1. En los casos de acción privada; 2. En 
aquellos que no tengan prevista pena privativa de libertad; y 3. En los delitos 
sancionados con pena privativa de libertad cuyo máximo lega sea inferior a 
tres años. En estos casos únicamente se podrá aplicar las medidas previstas 
en el artículo 240 de este Código. (…).” (p. 48) 
 
Con la presente legislación se comprobara que en Bolivia, no se puede aplicar 
la prisión preventiva en los casos que no esté previsto la pena privativa de 
libertad, esto no es ajeno a nuestra legislación, porque esta medida no puede 
estar regulada ni aplicarse en el proceso por faltas. 
 
1.3.6.2.  Chile 
 











a) Cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas 
pecuniarias o privativas de derechos; 
 
b) Cuando se tratare de delitos de acción privada, y 
 
 
c) Cuando el imputado se encontrare cumpliendo efectivamente una pena 
 
privativa de libertad. (…).” (p. 33) 
 
 
La presente legislación regula que la prisión preventiva no se podrá ordenar 
cuando el delito que se imputa sea sancionado pecuniariariamente, este 
articulo ayudara a la presente investigación para sostener que en el proceso 
por faltas no se podría aplicar la medida coercitiva de prisión preventiva 
porque sus sanciones son penas limitativas de derechos y multas, por ser un 
injusto menor y no un delito. 
 
1.3.6.3.  Uruguay 
 
Mediante Ley N° 15032 se ha emitido el Código del Proceso Penal de 1980. 
 
 
“Artículo  71.  (Procesamiento  sin  prisión).  No  se  dispondrá  la  prisión 
 
preventiva ni se mantendrá el arresto del inculpado cuando se tratare: 
 
 
a) de faltas. 
 
 
b) de delitos sancionados con penas de suspensión o multas. 
 
 
c) de delitos culposos, cuando fuere presumible que no habrá de recaer en 
 
definitiva pena de penitenciaria.” (p. 11) 
 
 
La legislación de Uruguay respalda la presente investigación, porque sostiene 
que no se puede ordenar la prisión preventiva cuando se impute una falta, sin 
embargo, la legislación peruana regulo en su artículo 485 del Código Procesal 
Penal que la prisión preventiva se aplique en las faltas siendo esto erróneo. 
 
1.3.7.   Definición de Términos 
 
Conducción compulsiva: Es la potestad otorgada a la Policía para aprehender 





Delito: Es la acción u omisión contaría al ordenamiento jurídico castigada con 
una pena grave. 
Falta: Es una conducta antijurídica que lesiona el bien jurídico en menor 
gravedad no alcanzando a convertirse en delito. 
Fumus Bonis Iuris: Indicios razonables de la imputación de un delito 
Inconstitucionalidad: Es cuando una ley o normas con fuerza de Ley, va en 
contra de lo establecido por la Constitución Política del Perú. 
Libertad personal: Es un derecho fundamental, que es la manifestación de 
los movimientos corporales de cada persona dentro de un territorio, sin 
ninguna restricción. 
Medida cautelar: o también llamada medida coercitiva o de aseguramiento, 
son limitaciones o prohibiciones que afectan los derechos fundamentales del 
investigado con el propósito de cumplir los fines del proceso penal. 
Periculum Mora: Peligro de la demora. 
Prisión preventiva: Es una medida cautelar provisional, que afecta 
gravemente al imputado vulnerando su derecho a la libertad personal con el 
propósito de cumplir la investigación, y no eluda el proceso o impida la 
realización de mismo. 
 
1.4. Formulación del Problema 
 
¿Por qué es inconstitucional la prisión preventiva en el Proceso Especial por Faltas en 




La presente investigación tiene como propósito indagar respecto de la 
inconstitucionalidad de la prisión preventiva en el Proceso Especial por Faltas en el 
Código Procesal Penal, porque la regulación de esta medida coercitiva en este proceso 
no es correcto, solo se aplicaría en casos de delito y si se aplica en un injusto menor se 
estaría vulnerando el derecho a la libertad, debido a este error de la norma legal es 
necesario una reforma. 
 
De otro lado, esta investigación es importante para dar conocer sobre el defecto que 




que el imputado cuando no comparezca a la audiencia se le podrá ordenar la medida 
coercitiva de prisión preventiva. 
 
Asimismo, los imputados y la comunidad jurídica en general serán beneficiados con 
la ejecución de la presente investigación, porque se propone la modificación del inciso 
segundo del artículo 486 del Código Procesal Penal Peruano a fin de que no se cometan 
injusticias a futuro porque se vulnera el derecho a la libertad utilizando esta medida 




La prisión preventiva en el Proceso Especial por Faltas es inconstitucional porque 
vulnera el derecho a la libertad del imputado, debido a la deficiente regulación de la 
medida coercitiva en el proceso, por lo tanto, se debe aplicar la Conducción 





1.7.1.   Objetivo General 
 
 
Analizar la Inconstitucionalidad de la prisión preventiva en el Proceso Especial 
por Faltas en el Código Procesal Penal. 
 
1.7.2.   Objetivos Específicos 
 
a) Identificar las razones de la inconstitucionalidad de la prisión preventiva en el 
 
Proceso Especial por Faltas. 
 




c) Proponer la modificación del inciso segundo del artículo 485 del Código 
 






2.1. Diseño de Investigación 
 
El diseño elegido para la presente investigación es Cuantitativa, porque se basa en la 




desmentida. Asimismo permitirá realizar el análisis de los fenómenos a través de 
diferentes formas estadísticas, como técnicas e instrumentos. 
 
2.1.1.  Tipo de Investigación 
 
El tipo de estudio es Experimental porque en la presente investigación se realizará 
un trabajo de campo en las diferentes instituciones aplicando el instrumento 
realizado. 
 
2.1.2.  Nivel de Investigación 
 
El nivel de investigación es explicativa, porque no solo se pretende acercarse a un 





2.2.1.  Variable Independiente (X) 
 
Deficiente regulación de la medida coercitiva y la conducción compulsiva. 
 
 
2.2.2.  Variable Dependiente (Y) 
 
Prisión Preventiva en el Proceso Especial por Faltas.
 
 















de        la        medida 




Oré sostiene que las 
medidas de coerción  son: 
“Restricciones al ejercicio 
de derechos personales o 
patrimoniales   del 
imputado o de terceros, 
impuestas durante el 
transcurso de un 
procedimiento  penal,  con 
la finalidad de garantizar 
los fines del mismo.” 
(citado     por     Calderón, 
2011. p. 215) 
 
 
Según Oré (2016) define 
que: “La Conducción 
Compulsiva, faculta a la 
autoridad policial a 
aprehender a una persona 
para  conducirla  al 
despacho judicial que está 
requiriendo su presencia a 
 
 
La   medida   coercitiva 
limita               derechos 
fundamentales   con   la 
finalidad  de  garantizar 
la presencia del 
imputado         y         el 












Es la potestad otorgada 
a la Policía para detener 
a     una     persona     y 
trasladarla al despacho 

















































































 efectos de que participe en 
alguna diligencia propia de 
la investigación.” (p. 404) 




Prisión Preventiva en 




“La prisión preventiva es 
una medida coercitiva 
personal de naturaleza 
provisional. Se trata de la 
privación de la libertad que 
formalmente decide el Juez 
de Investigación 
Preparatoria, dentro de un 
proceso penal, con el fin de 
cerciorarse  que  el 
procesado este sometido al 
proceso y no eluda la 
acción de la justicia o no la 
perturbe en su actividad 




La prisión preventiva es 
una medida cautelar que 
asegura la presencia del 
imputado en el proceso, 
debiéndose cumplir con 
la concurrencia de los 
presupuestos para su 
imposición, aunque esta 
medida vulnere su 





























“Pacto Internacional de 
































2.3. Población y Muestra 
 
 
2.3.1.  Población 
 
 
La población está determinada por todos los Jueces y Fiscales especializados en 
la materia Penal, así como los Abogados registrados en el Ilustre Colegio de 
Abogados de Lambayeque de la ciudad de Chiclayo. 
 
2.3.2.  Muestra 
 
La muestra de estudio será de tipo no probalístico: selectivo por conveniencia, 
tanto para la población de Jueces, Fiscales y Abogados, en la medida de lo 
siguiente: 
 
a) 10 Jueces Penales. 
 
 
b) 15 Fiscales Especializados en Penal. 
 
 
c) 50 Abogados Especializados en la materia. 
 
 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
 
La técnica que se ha utilizado en la presente investigación es la encuesta y el 
instrumento empleado es el cuestionario para la recolección de datos referente la 
inconstitucionalidad de la prisión preventiva en el proceso especial por faltas. 
 
2.5. Métodos de análisis de datos 
 
El método utilizado en el presente trabajo de investigación es el método deductivo, con 
el cual se pretende que la hipótesis anteriormente elaborada sirva para explicar el 





2.6. Aspectos éticos 
 
La información y datos que contiene el presente trabajo de investigación son auténtica 
y veraz. 
 
Por lo que, se asume con responsabilidad en lo que corresponda ante cualquier falsedad 
u omisión en los datos e información que se están aportando al presente trabajo de 
investigación, como consecuencia de ese actuar se está dispuesto a someterse a las 




III.   RESULTADOS 
Tabla 1 
 
Distribución total de la opinión sobre si “Al imponer la prisión preventiva se debe tener en cuenta 
 
los presupuestos materiales del artículo 268 del Código Procesal Penal” según Jueces, Fiscales y 
 





¿Considera usted que para 
imponer la prisión preventiva 
se debe tener en cuenta los 
presupuestos materiales del 
artículo 268 del Código 
Procesal Penal? 
 Respuesta        Juez              Fiscal          Abogado Respuesta 
 n        %        n        %        n        %       n       % 
Si            10    100.0    15    100.0    50    100.0    75     100 
No            0                    0                    0                    0 
Total         
10     13.3     15     20.0     50     66.7          75 
Condición 





















0.0                   20.0                  40.0                  60.0                  80.0                 100.0                120.0 
 Si No Total Condición 
 Total Respuesta 100   
Abogado 100.0  66.7 
Fiscal 100.0  20.0 
Juez 100.0  13.3 
  
Figura 1: Distribución porcentual total de la opinión sobre si “Al imponer la prisión preventiva se 
debe tener en cuenta los presupuestos materiales del artículo 268 del Código Procesal Penal” según 




Según los Jueces, Fiscales y Abogados en su totalidad (100%) han señalado que si consideran 
que para imponer la prisión preventiva se debe tener en cuenta los presupuestos materiales 






 Condición  
 Total 
Juez Fiscal Abogado 




Distribución total de la opinión sobre la “Medida coercitiva de prisión preventiva es aplicada con 





¿Considera usted que la 
medida coercitiva de 
prisión preventiva es 





Si             10    100.0    13     86.7     47     94.0     70    93.3 
No             0                     2      13.3      3       6.0       5      6.7 
 
Total          10     13.3     15     20.0     50     66.7          75





100.0            
100.0 




















SI                                             NO                             TOTAL CONDICIÓN
 
 Si No Total Condición 
Juez 100.0  13.3 
Fiscal 86.7 13.3 20.0 
Abogado 94.0 6.0 66.7 
Total Respuesta 93.3 6.7  
 
 
Figura 2: Distribución porcentual total de la opinión sobre la “Medida coercitiva de prisión 





Los resultados obtenidos nos muestran que, el 93.3% de los encuestado, han indicado que 
si consideran que la medida coercitiva de prisión preventiva es aplicada con fines procesales, 






 Condición  
 Total 
Juez Fiscal Abogado 
n        % n        % n        % n      % 
 prisión preventiva como una              Si 3 30.0 6 40.0 21 42.0 30     40 
excepción?                             No 7 70.0 9 60.0 29 8.0 45    60.0 
Total 10 13.3 15 20.0 50 66.7 75 
FUENTE: Cuestionario – Elaboración propia        
 
                                                  
   
                                                  
    
                                                  
    





Distribución total de la opinión sobre si en la “Actualidad se ordena la prisión preventiva como una 







¿Cree usted que en la 
actualidad se ordena la 
 



















Si               30.0                            40.0                                     42.0                                    40.0 
 
 
0%         10%        20%        30%        40%        50%        60%        70%        80%        90%      100% 
 Si No Total Condición 
 Juez 30.0 70.0 13.3 
Fiscal 40.0 60.0 20.0 
Abogado 42.0 8.0 66.7 
Total Respuesta 40.0 60.0  
  
Figura 3: Distribución porcentual total de la opinión sobre si en la “Actualidad se ordena la prisión 
preventiva como una medida cautelar personal de excepción” según Jueces, Fiscales y Abogados 
del Distrito de Chiclayo, 2018. 
 
 
Los encuestados indicaron según su opinión en un 60% que no creen que en la actualidad se 
ordena la prisión preventiva como una medida cautelar personal de excepción, de estos, el 
mayor porcentaje se concentra en los Jueces llegando al 70%, mientras que en menor 
porcentaje se ubican los Abogados con el 8%. Por el lado de los encuestados que indicaron 
que sí, llego a un 40%, de estos, el mayor porcentaje lo ubicamos en los abogados con el 








Juez             Fiscal          Abogado 
n        %        n        %        n        % n      % 
 prisión preventiva solo debe              Si 10 100.0 15 100.0 50 100.0 75 100 
No 0  0  0  0  
Total 10 13.3 15 20.0 50 66.7  75 





Distribución total de la opinión sobre la “Prisión preventiva solo debe de aplicarse en los delitos” 
 








¿Considera usted que la 
 



















50.0                                                                                  20.0                                    Total Respuesta 
40.0 
30.0                                                                        13.3                                    
Abogado
 
20.0                                                                                                           Fiscal 
10.0                                                                                                 Juez 
0.0 
Si No Total 
Condición 
 
 Juez 100.0  13.3 
Fiscal 100.0  20.0 
Abogado 100.0  66.7 
Total Respuesta 100   
Figura 4: Distribución porcentual total de la opinión sobre la “Prisión preventiva solo debe de 
aplicarse en los delitos” según Jueces, Fiscales y Abogados del Distrito de Chiclayo, 2018. 
 
 
Como se aprecia en los resultados de la figura 4, todos los Jueces, Fiscales y Abogados 







 Condición  
 Total 
Juez Fiscal Abogado 
n        % n        % n        % n      % 
 
regular la medida de prisión               Si 0  0  7 14.0 7       9 
preventiva?                            No 10 100.0 15 100.0 43 86.0 68    90.7 
Total 10 13.3 15 20.0 50 66.7 75 




Distribución total de la opinión sobre el “Proceso por faltas se debe regular la medida de prisión 







¿Cree usted que en un 








































0.0                   20.0                  40.0                  60.0                  80.0                 100.0                120.0 
 
 Si No Total Condición 
Total Respuesta 9 90.7  
Abogado 14.0 86.0 66.7 
Fiscal  100.0 20.0 
Juez  100.0 13.3 
 
Figura 5: Distribución porcentual total de la opinión sobre el “Proceso por faltas se debe regular la 




Se obtuvo como resultado, que el 90.7% de los operadores juridicos, no consideran que en 







 Condición  
 Total 
Juez Fiscal Abogado 





Distribución total de la opinión sobre “La prisión preventiva se debe sustituir por otra medida 
coercitiva en el Código Procesal Penal en los casos por Faltas” según Jueces, Fiscales y Abogados 





¿Considera usted que la 
prisión preventiva se debe 
sustituir por otra medida 
coercitiva en el Código 






Si            9      90.0     15    100.0    45     90.0     69    92.0 
 
No            1      10.0      0                    5      10.0      6      8.0 
 
Total        10     13.3     15     20.0     50     66.7          75



















Si                                              No                                 Total Condición
 
 Si No Total Condición 
Juez 90.0 10.0 13.3 
Fiscal 100.0  20.0 
Abogado 90.0 10.0 66.7 
Total Respuesta 92.0 8.0  
 
Figura 6: Distribución porcentual total de la opinión sobre “La prisión preventiva se debe sustituir 
 
por otra medida coercitiva en el Código Procesal Penal en los casos por Faltas” según Jueces, 
 




Los resultados nos muestran que, el 92% de Jueces, Fiscales y Abogados, consideran que la 
prisión preventiva se debe sustituir por otra medida coercitiva en el Código Procesal Penal 






 Condición   
Total 
Juez Fiscal Abogado 
n        % n        % n        % n      % 
 
Especial por faltas es Si 9 90.0 11 73.3 46 92.0 66    88.0 




Distribución total de la opinión sobre “La prisión preventiva en el Proceso Especial por faltas es 







¿Considera que la prisión 




Total         10     13.3     15     20.0     50     66.7         75 







100.0          90.0 
73.3 92.0       
88.0 
90.0 




40.0                                                                   26.7 
30.0                                                                                                             20.0 





Si No Total Condición  
 Juez 90.0 10.0 13.3 
Fiscal 73.3 26.7 20.0 
Abogado 92.0 8.0 66.7 
Total Respuesta 88.0 12.0  
 
 
Figura 7: Distribución porcentual total de la opinión sobre “La prisión preventiva en el Proceso 
 






Según los encuestados, el 88% han señalado que si consideran que la prisión preventiva en 
el Proceso Especial por faltas es inconstitucional, de estos, el mayor porcentaje se concentra 
en los Abogados con el 92%, mientras el menor porcentaje lo visualizamos en los fiscales 
con el 73.3%. Por el lado de los profesionales que indicaron que no, llego a un 12%, de estos 






 Condición  
 Total 
Juez Fiscal Abogado 
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Distribución total de la opinión sobre si “Es necesario modificar la medida coercitiva de prisión 
 
preventiva contenida en el inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal regulada en 
 
el Proceso Especial por Faltas” según Jueces, Fiscales y Abogados del Distrito de Chiclayo, 2018. 
 
 
¿Estima usted que es 
necesario modificar la 
medida coercitiva de prisión 
preventiva contenida en el 
inciso segundo del artículo 
485 del Código Procesal 
Penal regulada en el Proceso 






Si            9      90.0     14     93.3     43     86.0     66     88 
 
No            1      10.0      1       6.7       7      14.0      9     12.0 
 
Total        10     13.3     15     20.0     50     66.7         75




















Si No Total Condición 
Juez 90.0 10.0 13.3 
Fiscal 93.3 6.7 20.0 
Abogado 86.0 14.0 66.7 
Total Respuesta 88.0 12.0  
 
Figura 8: Distribución porcentual total de la opinión sobre si “Es necesario modificar la medida 
coercitiva de prisión preventiva contenida en el inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal 
Penal regulada en el Proceso Especial por Faltas” según Jueces, Fiscales y Abogados del Distrito de 
Chiclayo, 2018. 
 
Como se aprecia en los resultados de la figura 9, los encuestados han señalado según su 
opinión en un 88%, que si estiman que es necesario modificar la medida coercitiva de prisión 
preventiva contenida en el inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal 





































































Según la información obtenida por intermedio del instrumento, el 67% han sido Abogados, 




IV.   DISCUSIÓN 
 
 
El propósito de la investigación es estudiar respecto de la inconstitucionalidad de la prisión 
preventiva en el proceso especial por faltas, al existir un defecto normativo al haberse 
regulado la medida de prisión preventiva en un injusto menor, cuando el artículo 
268 del Código Procesal Penal, señala expresamente que para aplicar la medida coercitiva 
se tiene que cumplir con la concurrencia de los presupuestos materiales; y, asimismo 
precisa que solo será de aplicación para los delitos. 
 
La investigación guarda relación con la tesis citada a nivel nacional del autor Quevedo 
(2016), quien sostiene, que para requerir y declarar la prisión preventiva se tienen que 
cumplir obligatoriamente todos los presupuestos materiales que exige la norma; esto es, 
que conforme a la norma procesal antes citada, los presupuestos son: a) Que existen 
fundados y graves elementos de convicción que vincule al imputado como autor o 
partícipe de la comisión de un delito, b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro 
años de pena privativa de libertad; y, c) Peligro de fuga y de obstaculización; en base a lo 
mencionado se determina que la prisión preventiva no se puede aplicar en el proceso por 
faltas porque se afectará la libertad personal del imputado. 
 
De igual forma, lo antes mencionado está respaldado con la tabla y figura N° 1, se tiene 
como resultado que en su totalidad (100%) de Jueces, Fiscales y Abogados han señalado 
que es necesario considerar los presupuestos materiales regulados en el artículo 268 del 
Código Procesal Penal, al imponer la prisión preventiva. Razón por la cual, se considera 
que la norma contenida en el Código Procesal Penal para el caso de faltas resulta 
inconstitucional en forma parcial. 
 
Por consiguiente, es necesario mencionar, que en el Perú no existe un trabajo de 
investigación, dedicado exclusivamente a evaluar la inconstitucionalidad de la prisión 
preventiva en el proceso especial por faltas, pero se hace hincapié, respecto a algunos 
libros que mencionan sobre el tema realizado; y, sobre las tesis de prisión preventiva de 
aplicación en los delitos, que han ayudado en el presente estudio.
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Cabe indicar que, en cuanto a los resultados de la investigación, estos han sido obtenidos 
al momento de aplicar el instrumento consistente en un cuestionario, el cual fue dirigido 
a Jueces, Fiscales  y Abogados especializados en la materia penal de la Ciudad de 
Chiclayo, con el propósito de buscar una solución al problema planteado al inicio de la 
tesis. 
 
Con la aplicación del instrumento se pudo evidenciar de los resultados de la tabla y figura 
N° 4, todos (100%) los operadores jurídicos antes mencionados, consideran que la prisión 
preventiva solo debe de aplicarse en los delitos; asimismo, en la tabla y figura N° 5, el 
100% de Jueces y Fiscales, y el 86% de Abogados han señalado que no creen que en un 
proceso por faltas se debe regular la medida de prisión preventiva; de estos, el 14% de los 
Abogados indicaron lo contrario. 
 
Los datos antes manifestados se ven respaldados con la investigación del autor Cusi (2017) 
citado en el marco teórico de la investigación, quien sostiene que la prisión preventiva no 
es instrumento cautelar para el proceso por faltas sino para los delitos. De igual manera, 
es importante señalar que para solicitar la medida coercitiva de prisión preventiva se 
requiere la solicitud del Ministerio Público, que la imputación sea un delito, la sanción a 
imponer sea pena privativa de libertad y la necesaria intervención del Juez de 
Investigación Preparatoria en la audiencia, entonces al no cumplir con lo anteriormente 
manifestado y afectando el derecho a la libertad del imputado, la medida coercitiva no 
puede ser empleada en las faltas. 
 
De igual forma, se concuerda con la opinión de los encuestados, al sostener que existen 
otras medidas que son igualmente satisfactorias y eficaces que se pueden aplicar en las 
faltas, descartándose la posibilidad de adoptar la prisión preventiva porque no revisten de 
gravedad para poder emplear la medida más gravosa de nuestro ordenamiento jurídico en 
un injusto menor. 
 
Asimismo, en la tabla y figura N° 6, se tiene como resultado que el 100% de Jueces, el 
 
90% de Fiscales y Abogados señalan que se debe sustituir la medida de prisión preventiva 
por otra medida cautelar en los casos por faltas, asimismo, el 10% de Jueces y Abogados 
indican que no es necesario sustituir la medida. Como indican los operadores jurídicos 
encuestados que respecto a la medida correcta que se debe regular en el proceso por faltas 




dirigirlo al despacho judicial y garantizar el desarrollo de la audiencia, no siendo detenido 
por un lapso de 9 meses como sucede en la prisión preventiva, que al imputado se le priva 
de su derecho a la libertad personal al ingresar a un centro penitenciario. 
 
Lo expresado anteriormente se encuentra respaldado por la tesis citada a nivel 
internacional del autor Calderón (2015), quien sustenta que en la actualidad a los 
imputados que se aplica la detención preventiva se encuentran en las mismas 
circunstancias que los condenados mediante sentencia condenatoria firme, esto se refiere, 
que el procesado permanecerá en un centro penitenciario por un periodo de tiempo, en 
similares condiciones que un reo, entonces, queda claro que la prisión preventiva no es la 
medida apropiada para adoptarse en un proceso por faltas. 
 
Por otro lado, el resultado obtenido respecto a la necesaria modificación de la medida de 
prisión preventiva contenida en el artículo 485 del Código Procesal Penal regulada en el 
proceso especial por faltas, se aprecia de la tabla y figura N° 8, el 93% de Fiscales, 90% 
Jueces  y 86% Abogados  estiman que es  necesario  modificar  la medida de prisión 
preventiva estipulada en el proceso especial por faltas y, el 14% Abogados, 10% Jueces 
y 6.7% Fiscales señalan que no es necesario reforma la medida, este dato respalda la 
primera postura, con la investigación citada en trabajos previos a nivel internacional del 
autor Del Rio (2016), que descarta la posibilidad de aplicar la medida de prisión 
preventiva cuando se impute una falta según el principio de proporcionalidad. 
 
De igual forma, en la tabla y figura N° 7, dio como respuesta que el 92% de Abogados, 
 
90% Jueces y 73.3% Fiscales, consideran que es inconstitucional la prisión preventiva en 
el proceso por faltas, porque la medida solo se aplica en los delitos. De esto, se prueba que 
la prisión preventiva en el proceso por faltas es inconstitucional, debido a que vulnera el 
derecho a la libertad del imputado, al no cumplir con la concurrencia de los presupuestos; 
y, no ser proporcional a la lesividad que produce los delitos. La información obtenida está 
respaldada por el autor Salón (2018) citado en trabajo previo a nivel nacional, quien 
sostiene que las normas internacionales aconsejan que los países adopten medidas que no 
afecte gravemente a libertad personal, como sucede con la prisión preventiva.
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En base a lo descrito, se contrasta y se confirma la hipótesis planteada en la presente 
investigación, respaldada por los autores citados y lo resultados obtenidos con el 
cuestionario. Quedando constancia que la regulación de la prisión preventiva en el proceso 
especial por faltas es inconstitucional, al no cumplir con la concurrencia de los 
presupuestos materiales que regula el artículo 268 del Código Procesal Penal, vulnerando 
el derecho a la libertad del imputado. Asimismo es necesario señalar que esta medida es 
última ratio, esto quiere decir, que primero se aplica las demás medidas cautelares que 







1.  La inconstitucionalidad de la prisión preventiva en el proceso especial por faltas, se 
debe, al incumplimiento de los presupuestos materiales que exige el artículo 268 del 
Código Procesal Penal y a la afectación del derecho a la libertad del imputado, por lo 




2.  Se ha podido comprobar que las razones de la inconstitucionalidad de la prisión 
preventiva, es por la no concurrencia correlativa de los presupuestos materiales que 
exige el Código Procesal Penal, esto es, que la medida coercitiva solo se aplica para 
los delitos, la sanción a imponer sea pena privativa de libertad y, la intervención 
obligatoria del Ministerio Público y del Juez de Investigación Preparatoria; lo cual 
resulta, que al aplicarse esta medida coercitiva en un injusto menor se está afectando la 
libertad del imputado. 
 
 
3.  Que, antes de solicitar o aplicar la medida más gravosa, debe de comprobarse que esta 
no presente ninguna arbitrariedad y que no existan otras medidas que tengan la misma 
eficacia para logra la finalidad de garantizar la presencia del imputado en la audiencia. 
No siendo necesario utilizar la prisión preventiva para cumplir con los fines del proceso 
penal. Es decir, la medida idónea para poder aplicarse en el proceso por faltas es la 
conducción compulsiva, porque es la aprehensión de un ciudadano para poder dirigirlo 
al despacho judicial y garantizar el desarrollo de la audiencia. 
 
 
4.  Al aplicar la prisión preventiva en el proceso especial por faltas se vulnera el derecho 
constitucional a la libertad personal y asimismo repercute en derechos conexos del 
imputado;  salud  e integridad  física,  por  eso  es  necesario  modificar  esta medida 




VI.   RECOMENDACIONES 
 
 
1.  Se recomienda al Congreso de la Republica que propongan un proyecto de ley que 
modifique el segundo inciso del artículo 485 del Código Procesal Penal, que regula la 
prisión preventiva como medida cautelar en el proceso especial por faltas. 
 
 
2.  A los Jueces de Paz Letrado del Estado Peruano, se recomienda que no adopten la 
medida de prisión preventiva en un proceso por faltas, porque afecta al imputado 
vulnerándole su derecho a la libertad sin existir una sentencia condenatoria firme. 
 
 
3. A continuación se elaborará la propuesta legislativa, a fin de dar cumplimiento a uno 
de los objetivos específicos de la presente investigación. No obstante también se 
recomienda a los operadores de justicias que realicen una investigación sobre el tema, 





VII.  PROPUESTA 
 
 
PROYECTO DE LEY N° 01-2018 
 
 
PROYECTO  LEY  QUE  MODIFICA  EL 
INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 485 






EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 
La presente propuesta legislativa surge como consecuencia del vicio normativo regulado en 
el artículo 485 del Código Procesal Penal, respecto a la medida coercitiva de prisión 
preventiva, en el sentido que se ha verificado que existen razones suficientes para la no 
aplicación de la medida coercitiva contra los imputados en un proceso por faltas. 
 
Es así que la regulación de la prisión preventiva en el proceso por faltas, colisiona con el 
derecho a la libertad amparado por la Constitución Política, la legislación comparada, el 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos; y asimismo no concuerda con lo regulado en el 
artículo 268 del Código Procesal Penal, al no existir coherencia entre los contenidos de la 
norma supra y las regulaciones previstas por ley, dicho enunciado resulta inconstitucional. 
 
Además, la medida de prisión preventiva no es proporcional para las faltas, al existir otras 
medidas cautelares menos gravosas a la libertad personal que pueden hacer efectiva los fines 
del proceso penal, resultando la referida norma desproporcional; y, por ende inconstitucional. 
 
Se debe tomar en cuenta que la medida coercitiva de prisión preventiva ha sido prohibida en 
la legislación comparada, en países como: 
 
En Bolivia se ha regulado en el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal, que: “No 





En el artículo 141 del Código Procesal Penal de Chile, se ha prohibido la prisión preventiva 
cuando: “a) Cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas 
pecuniarias o privativas de derechos (…).” 
 
Asimismo en Código del Proceso Penal de Uruguay en el artículo 71, establece que: “No se 
dispondrá la prisión preventiva ni se mantendrá el arresto del inculpado cuando se tratare: a) 
de faltas (…)” 
 
Esto no es ajeno a nuestra legislación, porque esta medida no puede estar regulada ni 
aplicarse en el proceso por faltas, porque solo se tiene previsto como sanciones las penas 
limitativas de derecho y las multas. 
 
En ese sentido, el presente proyecto ley busca resolver el conflicto existente entre la norma 
constitucional y la de rango ley, pues modifica y determina de manera clara que la medida 
de prisión preventiva va a ser reemplazada por la conducción compulsiva, que estará 
contenida en el artículo 485 del Código Procesal Penal. 
 
ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
 
 
Esta propuesta legislativa no genera ningún costo económico al Estado, por el contrario con 
este proyecto se busca una adecuada regulación de la prisión preventiva a fin de proteger a 
los imputados, para evitar la vulneración del derecho a la libertad. 
 




La presente Ley propone modificar el artículo 485 del Código Procesal Penal, a fin de 
resguardar el derecho a la libertad de los imputados en un proceso por faltas. 
 
Por lo expuesto: se somete a estudio y consideración el siguiente texto legal. 
 
 
FÓRMULA LEGAL DEL PROYECTO LEY 
 
 
LEY QUE MODIFICA EL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 485 DEL CÓDIGO 
PROCESAL PENAL 
 
Artículo 1.- Modifíquese el inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal, que 
en la actualidad está redactado de la siguiente forma:
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Artículo 485° Medidas de coerción: 
 
 
1. El Juez solo podrá dictar mandato de comparecencia sin restricciones contra el 
imputado. 
 
2. Cuando el imputado no se presente voluntariamente a la audiencia, podrá hacérsele 
comparecer por medio de la fuerza pública, y si fuera necesario se ordenara la prisión 
preventiva hasta que se realice y culmine la audiencia, la cual se celebrara 
inmediatamente. 
 
Debiendo quedar su redacción de la forma siguiente: 
 
 
Artículo 485° Medidas de coerción: 
 
 
1. El Juez solo podrá dictar mandato de comparecencia sin restricciones contra el 
imputado. 
 
2. Cuando el imputado no se presente voluntariamente a la audiencia, podrá hacérsele 
comparecer por medio de la conducción compulsiva, hasta que se realice y culmine 





Única: deróguese toda norma que se oponga a la disposición dada en esta Ley. 
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INCONSTITUCIONALIDAD DE LA PR ISIÓN PREVENTIVA EN EL PROCESO 
 







Distinguido profesional del derecho, solicito a Usted cordialmente se digne dar respuesta a 
las preguntas contenidas en el siguiente cuestionario de forma anónima, cuyas respuestas 
serán de gran ayuda para el desarrollo del trabajo de Tesis, agradeceré responder con 
sinceridad las siguientes preguntas: 
 
Por favor marca con una (X) en la alternativa que Usted crea que es la correcta: 
Condición laboral: Juez (   )             Fiscal (    )                  Abogado (   ) 
1. ¿Considera usted que para imponer la prisión preventiva se debe tener en cuenta los 
presupuestos materiales del artículo 268 del Código Procesal Penal? 
 
Si (   )                                     No ( ) 
 
 
Si su respuesta es afirmativa: ¿Me podría mencionar cuales son los presupuestos?
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2. ¿Considera usted que la medida coercitiva de prisión preventiva es aplicada con fines 
procesales? 
 
Si (   )                                     No ( ) 
 
 
3. ¿Cree usted que en la actualidad se ordena la prisión preventiva como una medida cautelar 
personal de excepción? 
 
Si (   )                                     No ( ) 
 
 
4. ¿Considera usted que la prisión preventiva solo debe de aplicarse en los delitos? 
 
 
Si (   )                                     No ( ) 
 
 
5. ¿Cree usted que en un proceso por faltas se debe regular la medida de prisión preventiva? 
 
 
Si (  )                                     No ( ) 
 
 











6. ¿Considera usted que la prisión preventiva se debe sustituir por otra medida coercitiva en 
el Código Procesal Penal en los casos por faltas? 
 
Si (   )                                     No ( ) 
 
 
Si    su    respuesta    es    afirmativa:    ¿Qué    medida    se    debería    imponer?
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7. ¿Considera que la prisión preventiva en el proceso especial por faltas es inconstitucional? 
 
 
Si (   )                                     No ( ) 
 
Si               su               respuesta               es               afirmativa               ¿Indique 









8.  ¿Estima usted que es necesario modificar la medida coercitiva de prisión preventiva 
contenida en el inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal regulada en el 
proceso especial por faltas? 
 




ANEXO N° 02 
 
 








Obtener la fiabilidad como consistencia interna entre las preguntas de respuesta dicotómicas 















Para determinar la muestra piloto se seleccionaron 75 profesionales abogados, jueces y 







1.   Se seleccionó aleatoriamente a 75 profesionales abogados, jueces y fiscales de la 
 
Provincia de Chiclayo 
 
2.   El investigador evalúa a los 75 profesionales abogados, jueces y fiscales de la Provincia 
de Chiclayo. 
3.   Para el procesamiento de la información se utilizó el paquete estadístico SPSS V.22, 
aplicando el método de análisis de homogeneidad de las preguntas con la técnica 






































 Estadístico Valor 
Medida KR-20 0,670 





Para la interpretación del coeficiente de KR-20 se está tomando las escalas según Ruiz 
 




0.01 a 0.20     Muy baja 
 
0.21 a 0.40     Baja 
 
0.41 a 0.60     Moderada 
 
0.61 a 0.80     Alta 
 




Conclusión: El coeficiente de KUDER – RICHARDSON (KR-20) es de 0.670, lo que 
indica que la consistencia entre las preguntas formuladas son heterogenias, siendo “ALTA”, 
según Escala, por lo tanto los resultados obtenidos con este código son confiables. 
 
 





Confiabilidad mediante el Coeficiente KUDER – RICHARDSON (KR-20) por 





















Preguntas formuladas son heterogenias, siendo 
“ALTA”, por lo tanto los resultados obtenidos con 
este código son confiables 
 
Preguntas formuladas son heterogenias, siendo 
“ALTA”, por lo tanto los resultados obtenidos con 
este código son confiables 
 
Preguntas formuladas son heterogenias, siendo 
“ALTA”, por lo tanto los resultados obtenidos con 
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¿Por   qué   es 
inconstitucional 
la           prisión 
preventiva en el 
Proceso 
Especial      por 







Analizar             la 
Inconstitucionalid 
ad de la prisión 
preventiva en el 
Proceso Especial 
por Faltas en el 




Preventiva en el 
Proceso 
Especial        por 
Faltas             es 
inconstitucional 
porque    vulnera 
el derecho a la 
libertad          del 
procesado, 







regulación de la 
medida coercitiva 















todos los Jueces 
y            Fiscales 
especializados 
en          materia 
penal, así como 
los      Abogados 
registrados en el 
Ilustre  Colegio 
de  Abogados de 






























-   Identificar   las 
razones    de    la 
Inconstitucionalid 
ad la Prisión 
Preventiva en el 
Proceso Especial 
por Faltas. 
-    Distinguir    las 
medidas 
coercitivas       de 
Prisión Preventiva 
y   Conducción 
Compulsiva. 
-     Proponer     la 
modificación    del 
inciso      segundo 
del   Artículo   485 
del Código 
Procesal     Penal, 
sobre las medidas 
coercitivas  en  el 
proceso especial 
por faltas. 
regulación de la 
medida 
coercitiva en el 
proceso, por lo 
tanto, se debe 











en    el    Proceso 
Especial          por 
Faltas. 






















Tipo                no 
probalístico: 
Selectivo       por 
conveniencia, 
tanto    para    la 
población      de 
jueces    en    la 
medida    de    lo 
siguiente: 
-10          Jueces 
Penales. 
-15        Fiscales 
especializados 
en penal. 
-50       Abogado 
especializados 
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